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Regularización o la trampa del buenismo
Álvaro Bellolio
Exdirector Servicio
Nacional de Migraciones

E1 debate migratorio en Chile ha en-
trado en una fase donde se defiende
el incumplimiento de la ley. Voces

del oficialismo y sectores transversales su-

gieren que la solución a la anarquía fron-
teriza es un perdonazo masivo para los
empadronados, que hoy son 182 mil, pero
que puede crecer con nuevos procesos.
Sin embargo, esta tesis no solo es un error
administrativo, sino una rendición ética
frente a quienes sí respetan nuestras nor-
mas. La pregunta que Chile debe hacerse
hoy no es cómo premiar con una visa a
quien vulneró la frontera, sino cómo recu-
perar la soberanía y asegurar que la ley sea
igual para todos.

Las cifras desmienten cualquier relato
de "control efectivo": desde el año 2022, la
PDI ha registrado más de 155 mil ingresos
clandestinos. Esta porosidad ha provoca-
do que la población en situación de irregu-
laridad explote, saltando de 110 mil a 337
mil personas entre fines de 2021 y fines de
2023 según el INE. Ante este escenario,
proponer una regularización basada en

que no se puede hacer nada es ignorar las
externalidades negativas que el país ya no
puede absorber.

La crisis no es solo de seguridad, sino
de cohesión social y justicia básica. Es ina-
ceptable que los migrantes irregulares
tengan hoy prioridad en el acceso a jardi-
nes infantiles JUNJI por sobre madres ado-
lescentes chilenas. A es-
to se suma una presión
insostenible sobre el sis-

tema público: más de
500 mil extranjeros coti-
zan cero pesos en FO-
NASA, mientras que el
mercado laboral se pre-
cariza con una estima-
ción de más de 200 mil
extranjeros trabajando
sin autorización. Validar
esto es destruir la forma-

lidad y condenar a los
trabajadores -chilenos y extranjeros le-
gales- a competir contra la informalidad
protegida por el Estado.

Regularizar es, por definición, pre-
miar a quien ingresó ilegalmente. Pedir
para este proceso que trabajen sin permi-
so va en contra de nuestras propias leyes
laborales y migratorias. Chile no resiste

"La pregunta que
Chile debe hacerse
hoy no es cómo
premiar con una visa
a quien vulneró la
frontera, sino cómo
recuperar la
soberanía y asegurar
que la ley sea igual
para todos".

más migración ilegal. La responsabili-
dad hoy recae en aplicar la ley con firme-
za: la prioridad debe ser la salida del país
de quienes no cumplen los requisitos, y
aquí los empleadores tienen un rol clave
que no pueden eludir. Si alguien recla-
ma arraigo, el camino debe ser postular
a una visa por los canales oficiales, no

validar el hecho con-
sumado del ingreso
por un paso no habili-
tado.

Exigir el cumpli-
miento de la norma no
es "extremismo" co-
mo sugieren algunos,
es lo justo. Con menos
de 5 mil expulsiones
ejecutadas en los últi-
mos 4 años, la señal de
impunidad es total. El
cumplimiento de las

reglas no puede ser optativo según la na-
cionalidad o la carga emocional de una
historia personal. Necesitamos una mi-
gración proactiva y ordenada, que en-
tienda los problemas de cohesión social.
Privilegiar al clandestino es un error his-
tórico que hipoteca el futuro de Chile. El
orden y la ley no se negocian.

La familia es el tabú

Francisca Figueroa
IdeaPaís

Un tabú es un asunto del que no se
habla por generar incomodidad
moral o social. A lo largo de la his-

toria, lo han sido la homosexualidad, el
pudor corporal, así como hablar de dinero
o cometer actos de traición. Algunos de
esos tabús se han ido superando, mientras
otros nuevos han surgido al alero del pro-
gresismo moral. La familia "tradicional"
parece haberse convertido en uno de
ellos. Sostener que, en promedio, un niño
está mejor con un padre y una madre re-
sulta hoy descabellado y hasta censura-
ble. Para las corrientes posmarxistas es un
sueño hecho realidad: la familia es la prin-
cipal fuente de desigualdad. Para sectores
progresistas menos radicales, una conse-
cuencia de la autonomía individual; para
los liberales tolerantes, un signo de empa-
tía. Sin embargo, esto comienza a tener
consecuencias sociales inquietantes.

Al dramático hecho de que cada mes
los tribunales derivan al sistema de pro-
tección más niños de los que nacen, se su-
man al menos 407 recién nacidos abando-

nados en hospitales entre 2018 y 2024; y
un aumento de 73% (en dos años) en
denuncias por explotación sexual de
niños y adolescentes, con especial im-
pacto en mujeres entre 14 y 17 años.

Frente a esto, las soluciones suelen
concentrarse en declarar un derecho el
cuidado garantizado por el Estado, de-
nunciar la discrimina-
ción contra las mujeres,
o impulsar programas
deportivos para hacer el
colegio más atractivo y
compensar el deterioro
de la salud mental. Por
cierto, todas iniciativas
loables, pero insufi-
cientes. Hay un ámbito
preventivo que rara vez
se aborda por la incomodidad que ge-
nera reconocer que, en general, los ni-
ños se desarrollan mejor en familias
donde ambos progenitores se proyec-
tan a largo plazo y asumen la crianza y
educación de los hijos como objetivo
central.

En el libro "The Two-Parent Privi-
lege", la economista Melissa Kearney
muestra que en EE.UU. el aumento de
niños criados fuera de hogares con dos

"Sostener que, en
promedio, un niño
está mejor con un
padre y una madre
resulta hoy
descabellado y
hasta censurable".

padres casados se ha convertido en
una fuente de desigualdad. Los hoga-
res con dos adultos estables suelen
concentrar más tiempo, ingresos y he-
rramientas de crianza, lo que se tradu-
ce en mejores resultados promedio
para los hijos. Kearney observa que el
declive del matrimonio se ha concen-

trado especialmente
entre los sectores más
vulnerables, dificul-
tando la crianza y am-
pliando brechas de
bienestar infantil y mo-
vilidad social. Por eso
propone incorporar en
las políticas públicas
incentivos que favorez-
can la estabilidad fami-

liar, sin desconocer las múltiples cau-
sas culturales y económicas que expli-
can estos cambios.

¿Significa esto abandonar a aque-
llos que provienen de entornos mono-
parentales o que están bajo el cuidado
de otra persona? Por supuesto que no.
Significa, más bien, atrevernos a dise-
ñar políticas públicas orientadas prio-
ritariamente al bienestar de los niños,
aunque ello incomode a los adultos.

Gustavo
Alessandri
Pdte. Asociación
Chilena de
Municipalidades

SLEP: revisión y
correcciones

En las últimas semanas el debate
sobre la implementación de los
Servicios Locales de Educación

Pública (SLEP) se ha visto empañado por
polémicas que poco y nada aportan a la
solución de la crisis que enfrentamos. Es
evidente que existen distintas miradas,

pero no podemos cerrar los ojos frente a
una realidad: en muchas comunas donde
el sistema ya está en marcha, el resultado

ha sido una inversión fallida que requiere
ser revisada y corregida.
Como autoridades elegidas por la ciuda-
danía, tenemos la obligación de elevar la
mirada, defender a nuestros estudiantes y
a las comunidades educativas. Lo que no
podemos permitir es que la educación
pública se transforme en una herramienta
de confrontación política. Lo que realmen-

te debería quitarnos el sueño no son las
filtraciones o las rencillas de pasillo, sino la

fotografía dolorosa que nos entregó la
PAES 2026: la ausencia de colegios muni-
cipales entre los primeros 50 lugares del
ranking nacional tras el traspaso a los
SLEP.
Existe un debate técnico que debemos dar
con seriedad. Hoy enfrentamos una para-

doja que los datos dejan en evidencia: el
presupuesto por estudiante en el sistema
SLEP ha aumentado de manera significati-
va, alcanzando cerca de $415.000 por
alumno, frente a los $114.000 de la gestión
municipal, sin que esa mayor inversión se
refleje en la calidad de los aprendizajes.

Persisten brechas de financiamiento y una
creciente "inflación administrativa" que

deben ser revisadas con seriedad. ¿ Dónde
está quedando ese diferencial de recur-
sos? ¿ En la sala de clases o en la burocra-
cia central?

Por ello, desde la ACHM proponemos una
auditoría técnica independiente - similar a

las que realizan organismos como la OC-
DE - para evaluar las políticas educativas.
Necesitamos transparentar la eficiencia

del gasto y evaluar el impacto real del

traspaso; el problema exige correcciones
urgentes, no defensas corporativas. La
excesiva centralización ignora la realidad

territorial: una escuela rural no puede

gestionarse igual que una urbana. Se
requiere flexibilidad, sentido de pertenen-

cia y conocimiento del territorio.
Invito a todos los alcaldes y alcaldesas
- sin distinción de color político - y al
Gobierno, a centrar nuestros esfuerzos en
el bienestar de las comunidades educati-
vas. La modernización es necesaria, pero
debe estar al servicio de la calidad.
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